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MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR.

_____________________________

SANTIAGO, 22 de junio de 2007

MENSAJE Nº 369-355/
A S.E. EL 

PRESIDENTE

DEL   H. 

SENADO.

Honorable Senado:
En uso de mis facultades constitucionales, someto a consideración del H. Congreso Nacional el presente proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, limitando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte.

I. una reforma pendiente.

1. La crítica situación.

La competencia de la Justicia Militar es uno de los principales temas pendientes de la modernización de la administración de justicia en nuestro país.  La regulación de la judicatura militar en tiempo de paz no ha sufrido transformaciones estructurales y se contradice con los estándares internacionales en la materia, resultando incompatible con las exigencias de un estado democrático de derecho, lo que ha sido advertido por diversos organismos e instituciones nacionales e internacionales.

Uno de los principales defectos que presenta la jurisdicción militar es su excesivo ámbito de competencia, que permite el juzgamiento de civiles por tribunales militares en múltiples supuestos.

El principal jurista nacional en materia de jurisdicción penal militar, el Sr. Renato Astrosa, advertía, en 1973, acerca de esta situación en los siguientes términos: “Uno de los más graves problemas que acarrea la amplitud del fuero militar, más allá de lo que es aceptable desde un punto de vista doctrinario, es el juzgamiento de civiles por parte de los tribunales castrenses. Y ello, por razones obvias: el reemplazo del tribunal ordinario por un tribunal castrense va, como se ha expresado, en desmedro de las garantías del imputado, lo que sólo se justifica cuando el delito pesquisado tenga el carácter de delito militar el que, doctrinariamente, sólo puede ser perpetrado por militares y jamás por civiles.” (Renato Astrosa Sotomayor, Jurisdicción Penal Militar, Editorial Jurídica de Chile, 1973).

Luego del retorno a la democracia, la discusión académica, política y técnica sobre la materia ha cobrado nueva fuerza. En el contexto de seminarios y publicaciones sobre el rediseño de la justicia militar, los diversos planteamientos sobre el rol y función de esta clase especial de jurisdicción han ido convergiendo en la necesidad imperiosa de modificación del actual status quo. Tanto de parte de las mismas instituciones castrenses, como de la sociedad civil, la reflexión ha tendido a evaluar los ejes centrales de una jurisdicción militar moderna, en el contexto de un Estado Democrático de Derecho.

Esfuerzos específicos han sido realizados al interior de los Ministerios de Justicia y de Defensa, así como por fiscales y auditores militares, quienes tienen un especial conocimiento del desenvolvimiento práctico de los tribunales militares. Para la elaboración de este proyecto se conformó una mesa técnica, con representantes del gobierno y de la justicia militar, que logró consensuar las distintas visiones sobre el tema.

Recientemente, el tema de la justicia militar, en concordancia con la perspectiva de un Estado Democrático de Derecho, ha recobrado importancia, como consecuencia de los procesos de recuperación o de consolidación de la democracia en los países del continente y de los avances en la promoción, protección y respeto de los Derechos Humanos.

2. La preocupación parlamentaria.

Varias mociones parlamentarias han abordado esta materia y constituyen expresión del permanente interés de los Gobiernos de la Concertación  por establecer el debido proceso en la Justicia Militar. 

Baste mencionar el proyecto de ley formulados en su oportunidad por la H. Senadora Soledad Alvear (Boletín N°4792-07) y de los H. Senadores señores Sergio Bitar, José Antonio Viera-Gallo y Andrés Zaldívar (Boletín N°2746-07). Además, hemos considerado las mociones presentadas por los H. Diputados señores Juan Bustos, Jorge Burgos, Francisco Encina, Fidel Espinoza, Guillermo Ceroni, Iván Paredes, Fulbio Rossi, Eugenio Tuma, Laura Soto y por el Diputado Riveros (Boletín N°3254-07), como así también el proyecto de los H. Diputados Antonio Leal, Osvaldo Palma, Iván Paredes, Alberto Robles y Eduardo Saffirio (Boletín N°3275-07).

3. Los avances y desafíos.

La tendencia a limitar la competencia de los tribunales militares en el juzgamiento de civiles, ha sido establecida mediante varias leyes aprobadas en los últimos años. Así, por ejemplo, lo expresan las denominadas Leyes Cumplido (N°19.047), la ley Nº 20.048 en materia de desacato o la ley Nº 20.045 en materia de nueva modalidad de reclutamiento del servicio militar. 

El siguiente paso lógico en esta tendencia es avanzar en la reducción del ámbito de competencia de la justicia militar al propiamente castrense, el que, por regla general, debe restringirse a los casos de militares que infringen gravemente los más importantes deberes que les corresponden. Al mismo tiempo debe garantizarse la independencia e imparcialidad de sus tribunales. Sólo de este modo la actividad de los tribunales castrenses será compatible con la modernización de la justicia y, particularmente, con la Reforma Procesal Penal en curso.

4. Los modelos comparados.

Desde el derecho comparado se pueden identificar básicamente tres modelos de justicia militar en tiempo de paz. 

Un primer modelo de competencia es  de juzgamiento extensivo y amplio a civiles por parte de tribunales militares.  Este sistema lo tuvo la España franquista y actualmente se encuentra vigente sólo en Chile y Bolivia. 

Un segundo modelo establece una competencia acotada al juzgamiento de uniformados por delitos militares (España, Portugal e Italia). 

El tercer modelo postula la supresión total de la jurisdicción militar y, en consecuencia, de la competencia (Alemania, Francia y en estudio en Argentina).  Aquí la modalidad es la común a todo proceso penal ordinario con la expresión de tipos penales y un régimen de atenuantes, agravantes y eximentes que toman en cuenta la profesión militar pero dentro de un proceso común.

La inmensa mayoría de las constituciones vigentes en los regímenes democráticos, incluidas las de nuestra región, consagran la jurisdicción militar en tiempo de paz en términos restrictivos, limitándola sólo al conocimiento de los delitos "puramente militares" o "de función". 

Nuestro país se ha mantenido, entonces, ajeno a la clara tendencia democrática mundial y latinoamericana. Hasta el momento no se ha producido un debate público general respecto de esta materia que permita superar las deficiencias y avanzar en el establecimiento de una judicatura militar acorde a un estado democrático de derecho.

5. La reforma se ha vuelto imperativa.

Por otra parte, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado una tendencia en orden a manifestar la incompatibilidad con el estándar de derechos humanos el juzgamiento de civiles por parte de tribunales militares. Esta tendencia jurídica se ha convertido en obligación para el Estado de Chile, como lo manifiestan con precisión y directamente el Caso Palamara Iribarne e indirectamente el Caso Almonacid.

Asimismo, la ausencia de esta reforma básica a la Justicia Militar se ha tornado en un imperativo después de la plena aplicación del Código Procesal Penal en Chile.  Esta reforma establece los principios esenciales del debido proceso penal y este proyecto, sin abarcar todos los aspectos de aquél, va en la dirección de reparar los mínimos contenidos que suponen la adaptación al debido proceso.

Cabe referir que, adicionalmente, la reforma a la Justicia Militar que proponemos, resulta favorable a las Fuerzas Armadas en la medida que extrae del ámbito de aquella los conflictos en los cuales se vean involucradas personas que no revisten el carácter de militares, evitando con ello que se traten materias que les son esencialmente ajenas.

Por todo lo anterior, es imperativo enfrentar la reforma de la Justicia Militar con decisión y prudencia a la vez.  Con decisión en aquello que resulta contrario a la Constitución y al debido proceso y que supone restablecer el derecho de los civiles a ser juzgados de acuerdo a los parámetros de la nueva justicia penal definida por la unanimidad de nuestro Congreso en el Código Procesal Penal.  

Pero también este proyecto es una solución parcial y prudente porque existe conciencia de que la reforma a la Justicia Militar debe ser más amplia que la que hoy se presenta.  

Por lo mismo, y en un acto administrativo paralelo al envío de este proyecto de ley, he creado por Decreto Supremo del Ministerio de Defensa Nacional la Comisión que estudiará de aquí a fines del 2007 la propuesta de reforma integral de la Justicia Militar que enviaré al Congreso Nacional durante el 2008.  Allí se terminará de perfeccionar diversos aspectos de los nuevos procedimientos ante los tribunales militares, se mejorará la independencia de los jueces y funcionarios de los tribunales militares, así como la tipificación moderna de los delitos militares, en consonancia con los nuevos desafíos de la profesión militar en el siglo XXI.

II. La eliminación de la pena de muerte en el ordenamiento nacional.

Pero la reforma a la Justicia Militar no es el único objetivo del proyecto.  En la segunda parte del proyecto, se procede a la eliminación de la pena de muerte del articulado del Código de Justicia Militar. 

6. Una clara tendencia.

Cabe recordar que en el año 2001, la ley N°19.734 modificó el Código Penal y las principales leyes que consagraban este tipo de pena en nuestro ordenamiento jurídico. Sólo restaba modificar los tipos penales militares. 

Por otra parte, este proyecto se enmarca en otras iniciativas del Ejecutivo, como la aprobación del Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte (Boletín N°4733-10).
7. Fundamentos de la eliminación.

Ahora bien, en la consolidación de un Estado democrático de Derecho, el régimen punitivo de una sociedad debe presentar estándares que resguarden y respeten los derechos fundamentales de las personas. No sólo la Constitución Política de la República, sino que diversos instrumentos internacionales –entre los que destaca la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos- consagran el derecho a la vida y establece limitaciones para la imposición de la pena capital. Desde el punto de vista de la evolución de los derechos fundamentales, la eliminación de la pena de muerte se ha mostrado como uno de los pasos lógicos para limitar el poder del Estado y establecer una debida proporcionalidad entre el delito cometido y el castigo aplicado.

Desde el punto de vista de la teoría de la pena, la prevención general negativa se ha esgrimido como la fundamentación central para la defensa de la pena de muerte. Castigar con la muerte busca, en este esquema argumentativo, la máxima disuasión frente a determinadas conductas punibles. Ello, sin embargo, no se encontraba exento de críticas. Este no es el lugar para desarrollar una extensa argumentación favorable a la eliminación de la pena de muerte pero se explican, esquemáticamente, razones tendientes a su supresión.

En primer lugar, se entiende que generar la disuasión a través de la imposición de penas sobre personas, supone una utilización instrumental de las mismas, menoscabando su dignidad humana. Las personas son utilizadas medios para conseguir fines de prevención. La utilización de la persona humana como medida político criminal no sólo no es respetuosa de los derechos fundamentales sino también deslegitima el orden punitivo. 

Por otra parte, el sistema criminal debe medir su eficacia preventiva no sólo respecto al establecimiento abstracto de penas, sino también al número de imposiciones efectivas y eficacia disuasiva en la sociedad. Todo ello es, al menos, dudoso en el caso de la pena de muerte, puesto que sólo se ha aplicado 58 veces por nuestros tribunales, con una repercusión pública no del todo efectiva, logrando que parte de la población se compadezca del condenado y se ponga en su rol.

En segundo término, va en directa contradicción con otros fines políticos criminales que se discuten en nuestro país. Tal es el caso de las políticas de reinserción y readaptación social, apelando a un sistema penitenciario que procure no sólo un bienestar individual sino también social, disminuyendo la posibilidad de reincidencia en la comisión de delitos. Ciertamente, un sistema penal que permite la eliminación de uno de sus miembros no aspira a que el delincuente pueda reintegrarse a la sociedad.

En tercer lugar, existe la posibilidad del error judicial. Un sistema contradictorio permite una igualdad de armas a los intervinientes para exponer de la mejor forma las versiones de los hechos y el control mutuo de garantías. Ello no elimina, sin embargo, la posibilidad que el sistema judicial incurra en equivocaciones o imponga una pena a quien, con posterioridad, se encuentra en condiciones de probar su inocencia o una conducta lesiva que no era acreedora de la pena de muerte. Toda imposición de la pena debe estar rodeada de una sombra de sospecha de la cual, la pena de muerte, no se escapa y se agrava en virtud de sus efectos. La posibilidad del error, es cierta y se reconoce incluso a nivel constitucional, permitiendo recurrir a los tribunales de justicia revisar una posible indemnización por error judicial. Como sabemos, en el caso de la pena de muerte, dicho error es irreparable, en términos de suprimir los efectos permanentes de la pena.

III. Descripción del contenido del proyecto.

El proyecto se compone de cinco  artículos permanentes.

8. Modificaciones al Código de Justicia Militar en relación a los temas de competencia jurisdiccional.

El Artículo 1º contiene las modificaciones propuestas al texto actual del Código de Justicia Militar, ordenadas en siete numerales referidos a cada uno de los artículos que cambian.

a. Reemplazo del artículo 3°.


En primer lugar, se modifica el artículo 3º, especificando que la jurisdicción de los Tribunales Militares en territorio nacional se ejerce, por regla general, sobre militares para juzgar asuntos de jurisdicción militar.  Se eliminan, por lo tanto, la jurisdicción sobre civiles y la alusión a los extranjeros, con el objeto de evitar vulnerabilidades procesales que terminen debilitando los bienes jurídicos que resguarda esta norma. Por ende, la regla general materializa la exclusión de dicha jurisdicción sobre los civiles tanto en el territorio nacional como en el extranjero. Sin perjuicio de lo anterior, esta misma norma establece que habrá algunas excepciones establecidas en el propio Código de Justicia Militar.


Asimismo, en este numeral se introducen modificaciones referidas a la extraterritorialidad de la jurisdicción militar. Para ello se precisa en el numeral 2° del artículo 3° del Código, que los delitos cometidos por militares fuera del territorio nacional deban ser en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio, siendo necesario que concurran dichas hipótesis restrictivas. Se excluye, de este modo, la posibilidad de conocer de cualquier tipo de delitos comunes en este supuesto.


Finalmente, se decide eliminar la expresión “contemplados en este Código” del numeral 3, eliminando, conjuntamente, el numeral 4° del inciso segundo del artículo 3°, puesto que se pretende que la jurisdicción y competencias de la justicia militar alcancen sólo a delitos militares contra la soberanía del Estado y su seguridad interior y exterior, cuando sean cometidos por militares. La restricción por tanto, apunta a excluir los civiles que estaban contemplados en el numeral 4º y ajustar la extraterritorialidad de la jurisdicción militar a todos los delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior e interior, cuando sean cometidos exclusivamente por militares.

b. Reemplazo del artículo 5°.


El numeral 2 reemplaza el actual artículo 5º, que trata de la competencia de la jurisdicción militar, y representa uno de los aspectos más importantes del proyecto, puesto que fija el nuevo perfil de competencia en el que se desenvolverá la jurisdicción militar.


La primera de la modificaciones es la sustitución del texto del inciso primero del numeral 1° del artículo 5° por un nuevo texto, que señala que las causas por delitos militares cometidos por militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código. 


De este modo se introducen dos cambios fundamentales.


En primer lugar, se precisa que se trata de causas por delitos militares cometidos por militares, lo que excluye, en consecuencia de la competencia de los tribunales militares a los civiles que cometan tales delitos. 


En segundo lugar, al eliminar la frase final del inciso primero del numeral 1° del artículo 5°, se reafirma la idea de que la competencia se extiende sólo a los delitos militares, esto es, los contemplados por el Código de Justicia Militar, excluyéndose de la competencia de la justicia militar las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.


Sin embargo, este artículo presenta dos excepciones respecto a estas materias. En primer término, se mantiene la competencia de los tribunales militares para conocer de los delitos de maltrato de obra a carabineros, establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417, sean cometidos por civiles o por militares. La segunda excepción, corresponde a las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, cuando sean cometidas por civiles o por militares.


La segunda modificación es el reemplazo del texto del numeral 2º del artículo 5° por un nuevo texto que reemplaza el guarismo “4°” antiguo por “3°”, lo que lo hace armónico con el texto modificado del artículo 3° que elimina el numeral 4°, como se detalló.


La tercera modificación reemplaza el texto del numeral 3º por un nuevo texto, que especifica que la Justicia Militar será competente para conocer de las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra. Por lo tanto, se asegura que no cualquier delito común cometido por un militar sea de competencia de los tribunales militares, sino, únicamente, cuando se den dichas exigencias, definidas técnicamente por el Código.


La expresión frente al enemigo está  descrita en el artículo 419 como “no sólo cuando notoriamente lo tenga a su frente, sino desde el momento que haya emprendido los servicios de seguridad en contra de  él”. Por su parte, estar en campaña se refiere a lo que el artículo 420 denomina “operar en plazas, territorios enemigos, o en plazas o territorios nacionales declarados en estado de asamblea o de sitio, aunque ostensiblemente no aparezcan enemigos en él”.


Esta disposición se aparta de la idea fundamental de limitar la competencia de la Justicia Militar a sólo los delitos militares, excluyéndola del conocimiento de los delitos comunes. 


Sin embargo, y dadas las especiales circunstancias en las que se cometerían los delitos comunes a los que se refiere este numeral, se consideró necesario y conveniente para una mejor y más efectiva  administración de justicia mantener dicha competencia dentro de la Justicia Militar, aunque delimitando la oportunidad de su ejercicio. Esto debido a que la sola comisión de delitos en las circunstancias mencionadas constituye un factor que afecta la capacidad operacional de las fuerzas militares y deteriora la disciplina. 


La cuarta modificación corresponde al caso de delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto del servicio o en recintos militares.


Los primeros dos supuestos denotan que en el cumplimiento de una orden, o en el desempeño de un acto de servicio se cometió un acto ilícito que podrá tener naturaleza militar o común. Los delitos militares cometidos de este modo están cubiertos por el numeral 1° del artículo 5°, pero los delitos comunes que pudieren cometerse en estas hipótesis no encuentran asidero al desaparecer el antiguo numeral 3°. Esta es la razón de incluir este nuevo numeral 4°, que también constituye una excepción al principio general de que la Justicia Militar solo conozca de delitos militares. Esta excepción se justifica en la íntima relación entre el delito común cometido por el militar y el cumplimiento de la orden o la realización del acto del servicio que se exige en este numeral, cuestión que hace necesaria una consideración del asunto dentro de la esfera de la jurisdicción militar. Es importante destacar que no se incluye la necesidad de cometerse en tiempo de guerra u otra circunstancia especial. 


El tercer supuesto moderniza una casuística decimonónica de lugares militares y se adopta el concepto genérico de recinto militar, que se haya definido en el propio Código.


La quinta enmienda incorpora expresamente a la competencia de los tribunales militares el delito del artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas. Dada la restricción de la competencia de los tribunales militares enunciada en el numeral 1º del artículo 5º -donde se limita a los delitos militares contemplados en el Código- se hace necesario insertar explícitamente este delito de reservistas que injustificadamente no concurren al llamado, haciéndolo coherente con la definición de militar que se establece en el artículo 6º. 


La sexta modificación es la dotación de competencia respecto de las infracciones al Código Aeronáutico, como excepción al principio general de exclusión de civiles.


La última modificación consiste en la sustitución del texto del antiguo numeral 4°, que pasa a ser el nuevo 7°, por un nuevo texto que otorga competencia a los tribunales militares para conocer de las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los numerales 1° a 6° mencionados, con la finalidad de obtener la restitución de la cosa o su valor. Esta modificación armoniza los guarismos de los numerales según las modificaciones introducidas, y mantiene una competencia ya existente en la Justicia Militar, persiguiendo dar de ese modo cumplimiento al principio de economía procesal y facilitar a las partes la obtención de la ejecución de lo fallado.

c. Reemplazo del artículo 6°.


El numeral 3 reemplaza el texto del artículo 6º por uno nuevo. El nuevo texto fusiona disposiciones de los antiguos artículos 6° y 7° del Código de Justicia Militar, dirigidos a definir el concepto de militar aplicable para  efectos del Código. Es una disposición de gran relevancia, puesto que permite continuar perfilando con mayor precisión el principio general en que se basa el proyecto de establecer una justicia militar que conozca de causas referidas sólo a militares, excluyéndose a los civiles. De esta suerte, dejan de estar sujetos a la Justicia militar aquellos civiles que aparecían mencionados en el texto del antiguo artículo 6° como formando parte del concepto de militar. 


Una tercera excepción a la exclusión de civiles de la competencia militar se refiere a los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente. Esta modificación al antiguo texto que señalaba “las personas que las sigan en campaña en el estado de guerra”, pretende modernizar y delimitar mejor la categoría de civiles que, dentro del contexto de un conflicto bélico, colaboran en forma directa con las Fuerzas Armadas. Sin embargo, la excepción se fundamenta por fines garantistas, ya que se busca proteger a estos nacionales en un evento de guerra en territorio extranjero, quedando dentro de la jurisdicción nacional y sin correr riesgo de verse violados sus derechos fundamentales en su condición de civiles. 


Además, la modificación excluye a los empleados civiles de las Fuerzas Armadas y Carabineros, y los oficiales de reclutamiento. Asimismo, se simplifican las disposiciones respecto a los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile, sujetándolos a todos al concepto de militar para los efectos de la aplicación de las reglas de competencia del Código de Justicia Militar, sin distinguir según los años de estudio realizados efectivamente, sino armonizando la competencia jurisdiccional con la disciplinaria establecida en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Esto atendiendo a la naturaleza efectiva de las relaciones de sujeción a las que dichos cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares están adscritos y al contenido específico de los ilícitos militares que pueden cometer.

d. Derogación del artículo 7°.


El numeral 4 deroga el artículo 7°, ya que sus disposiciones fueron absorbidas por el nuevo texto del artículo 6°.

e. Reemplazo del artículo 9°.


El numeral 5 deroga el inciso primero del antiguo artículo 9º, que explicitaba innecesariamente que los tribunales ordinarios serían competentes para conocer de los delitos comunes cometidos por militares en el ejercicio de de funciones propias de un destino público civil. Con el nuevo artículo 5º, dicha disposición carece de sentido. 


Además, actualiza la especificación de la competencia del juzgado de garantía que deba conocer de los ilícitos cometidos en nave militar en alta mar o en aeronave en vuelo. Se otorga competencia, en primer lugar, sobre las causas por delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar, señalando que en dicho caso  conocerá el juzgado en de garantía competente del primer puerto nacional de arribada; y, en segundo lugar, de las causas por delitos cometidos por civiles en una aeronave en vuelo, correspondiéndole conocer en dicho caso al juzgado de garantía competente del primer aeropuerto nacional en que la aeronave en cuestión aterrice. 

f. Reemplazo del artículo 11.


El numeral 6 reemplaza el antiguo artículo 11 por uno nuevo, con el fin de solucionar el problema de competencia respecto de los casos de autoría y participación conjunta de civiles y militares. La norma propuesta mantiene la competencia del tribunal militar para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él, sean civiles o militares, eliminándose la innecesaria referencia al fuero.


En segundo lugar, se establece una rebaja obligatoria de pena en un grado para los coautores o partícipes civiles, de un de un delito de jurisdicción militar, cometido por un militar. La rebaja se aplica una vez que han operado todas las reglas de determinación de la pena y se haya llegado a la pena concreta, en cada caso. Esta es la cuarta excepción al principio general de exclusión de civiles de la competencia de los tribunales militares. Su fundamento radica en que, pese a que los coautores o partícipes civiles se ven arrastrados por el militar a los tribunales militares, se reconoce la diferencia en el disvalor de las conductas en examen, aplicando obligatoriamente una rebaja de pena. 


En tercer término, se elimina la referencia a los delitos conexos, adecuando la legislación militar a las valoraciones del legislador común en el marco de la reforma procesal penal, al haberse derogado el concepto de delitos conexos en el Código Orgánico de Tribunales. 


Finalmente, dispone que la calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de seguir instruyendo el caso, pasando el asunto al tribunal ordinario que corresponda.

g. Cambios al artículo 12.

El numeral 7, agrega a las normas del inciso primero del artículo 12, referido a la preferencia que sobre la justicia Ordinaria tiene la  Justicia Militar, cuando requieran  medidas o diligencias que se relacionen con el imputado o procesado, y pueda crearse alguna interferencia o dificultad para la práctica de las mismas, una limitación desde el punto de vista de los tipos penales respecto a los que se pueda aplicar. Se detalla que dicha preferencia opera cuando se trate de ciertos delitos especialmente graves contemplados en algunas disposiciones del Libro Tercero del Código de Justicia Militar. Se trata de los delitos de los Títulos II, sobre Traición, Espionaje y demás delitos contra la soberanía y seguridad exterior del Estado; III sobre delitos contra el Derecho Internacional; IV sobre delitos contra la seguridad interior del Estado;  párrafo 1 del Título V sobre Sedición o Motín; y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y  2°, 350 y 351. Todos estos tipos cautelan bienes jurídicos ligados a la soberanía nacional y a la seguridad exterior e interior del estado y la estabilidad de sus instituciones políticas, por lo que se estima conveniente y necesario que, estando involucrados militares en calidad de inculpados por alguno de estos delitos, y dada la gravedad que ello puede suponer para los mejores intereses del país y de las propias Fuerzas Armadas, se mantenga la preferencia que establece el  artículo 12. 

9. Modificaciones al Código de Justicia Militar en relación a la eliminación de la pena de muerte.

En la segunda parte del proyecto se elimina la pena de muerte del Código de Justicia Militar y, en consecuencia, del ordenamiento jurídico nacional. Respecto a la eliminación de la pena de muerte, el proyecto en cuestión crea una pena de presidio militar perpetuo calificado, con condiciones y exigencias simétricas a la común existente en el Código Penal. 

Para ello, primero, se procede a derogar la pena de muerte y sustituirla por esta nueva sanción, que replica las condiciones de aplicación del artículo 32 bis del Código Penal: que el régimen de cumplimiento es agravado frente al presidio perpetuo simple, exigiendo que para que proceda el beneficio de libertad condicional deben transcurrir al menos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Se excluye la posibilidad de beneficios penitenciarios y las salidas que puede hacer el reo se contemplan únicamente cuando el cónyuge, padres o hijos se encuentren en inminente riesgo de muerte o hubieren fallecido. Finalmente, establece requisitos adicionales tanto para el indulto como las leyes de amnistía, extremando la excepcionalidad de este régimen de extinción de la responsabilidad penal.

El proyecto, además, modifica otros cuerpos legales para asegurar la identidad normativa entre el presidio perpetuo calificado común y su símil militar. Respecto del Decreto Ley N°321, de 1925, que establece la libertad condicional para los condenados, se igualan las exigencias en el procedimiento de solicitud de libertad condicional respecto de ambas penas y, a su vez, se establece igualmente el control revisor de la Corte Suprema. Por lo mismo, en el Código Orgánico se ajustan las competencias de la máxima magistratura del país en orden a controlar la concesión de libertad condicional a los condenados a presidio militar perpetuo calificado. De esta forma, la inclusión de esta pena se hace homologando los efectos respecto de su equivalente común, difiriendo únicamente en cuanto a las penas militares accesorias y al lugar de cumplimiento de la pena.

Se ha preferido crear una pena militar especial para no alterar indebidamente el sistema de penas del Código de Justicia Militar. Lo que se pretende con el proyecto es la eliminación de la pena de muerte del ordenamiento jurídico nacional, ajustando el régimen penal castrense a dichas consideraciones sustantivas, pero en espera de una reforma sustantiva al mismo, que revise tanto las penas como la tipificación criminal de conductas de relevancia militar. En consecuencia, el proyecto intenta no ser intruso con la lógica del Código, empero mantiene la vocación de ajuste del régimen punitivo militar a las consideraciones materiales de corrección de un Estado Social y Democrático de Derecho.

Con respecto a los tipos penales en los que se sustituye la pena de muerte, podemos identificar dos clases: la figura penal general que establecía la pena de muerte y las figuras calificadas o agravadas. 

En el primer grupo se encuentran algunos de los delitos de servicios, como el artículo 287 con la renuncia de marchar contra el enemigo o realizar servicio de guerra; o el artículo 288 que contempla figuras como desobedecer órdenes de conservar la posición o el jefe que procede a la rendición de puesto o fuerzas militares sin ejercer los medios de defensa necesarios. En estos casos, el tipo penal general contempla la pena de muerte que es sustituida por la de presidio militar perpetuo calificado.

En el segundo grupo, sin embargo, se encuentran la mayor cantidad de casos que contemplan la pena capital. Se trata de las figuras calificadas, donde la circunstancia calificante hace merecedora de la pena de muerte. En este caso se ubican los artículos 262   (promotores de incendio, destrucción o saqueo de inmuebles, desobedeciendo al superior), 270 (promotor de sublevación frente al enemigo extranjero), 272 (sedición), 303 (abandono del comando comprometiendo la seguridad del estado), 327 (usurpación de funciones en tiempo de guerra), 336 (dejar de cumplir órdenes o modificarlas frente al enemigo), entre otros delitos militares. La sustitución, en este grupo, operó de la misma forma, consolidando al presidio militar perpetuo calificado como la pena más alta del Código y aboliendo definitivamente la pena de muerte.

10. Otras disposiciones.

El artículo 2º en su numeral 26 enmienda una omisión del legislador en el artículo 404 del Código, incorporando los nuevos tipos penales de los artículos 416 bis y 416 ter. Se busca homologar el régimen punitivo de la policía marítima al caso de carabineros, incorporando los mismos tipos penales de maltrato de obra.

El artículo 3º modifica en lo pertinente al Decreto Ley Nº 321, de 1925, homologando el presidio militar perpetuo calificado a su par común, en lo que respecta al régimen de libertad condicional, como ya se expresó anteriormente.

El artículo 4º dota de competencia al pleno de la Corte Suprema para conocer de las libertades condicionales en el caso del presidio militar perpetuo calificado.

Finalmente, el artículo 5º modifica el artículo 14 de la ley N°20.000 sobre tráfico ilícito de estupefacientes, a fin de mantener la circunstancia agravante que allí se contempla, en relación al consumo de sustancias ilícitas en las situaciones y recintos militares que señala el nuevo artículo 5º del Código de Justicia Militar, propuesto en este Mensaje.

11. Vigencia.

El Artículo 6º dispone una norma  para la entrada en vigencia de las modificaciones, fijando para ello plazo de 60 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Además, se establece que esta ley regirá sólo para aquellas infracciones cometidas a partir de dicha fecha, y no se alterará la jurisdicción ni la competencia de las causas en curso radicadas en los tribunales militares.

En consecuencia, tengo el honor de someter a Vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Título I del Libro I del Código de Justicia Militar:


1)
Reemplázase el artículo 3º por el siguiente:



“Art. 3°. Los Tribunales Militares de la República tienen jurisdicción sobre los militares, para juzgar todos los asuntos de la jurisdicción militar que sobrevengan en el territorio nacional, sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Código.



Igualmente tienen jurisdicción para conocer de los mismos asuntos que sobrevengan fuera del territorio nacional, en los casos siguientes:



1°
Cuando acontezcan dentro de un territorio ocupado militarmente por las armas chilenas;



2°
Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio;



3°
Cuando se trate de delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior.”.


2)
Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:



“Art. 5°. Los Tribunales militares son competentes para conocer:



1°
De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código, cuando sean cometidos por militares.




Tendrán también competencia para conocer en todos los casos de los delitos establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 de este Código.



2º
De los asuntos y causas expresados en los números 1º a 3º del inciso segundo del artículo 3º.



3°
De las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra.



4°
De las causas por delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio o en recintos militares.



5°
De las causas por el delito del artículo 75 del Decreto Ley 2.306.



6º
De las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, sean cometidas por civiles o militares. 



7°
De las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los números 1° a 6°, para obtener la restitución de la cosa o su valor.”.


3)
Reemplázase el artículo 6º por el siguiente:



“Art. 6º.- Para los efectos de este Código, se considerarán militares los que se encuentren comprendidos en las leyes de planta o dotación del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros; los conscriptos; los miembros de las Fuerzas Armadas desde que sean llamados al servicio; los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente; los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile; y los prisioneros de guerra.”.


4)
Derógase el artículo 7º.


5)
Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente: 



“Art. 9°. Corresponderá conocer de los delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar al juzgado de garantía competente del primer puerto nacional de arribada, excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares. Si el delito fuere cometido por un civil en una aeronave en vuelo, conocerá de ese delito el juzgado de garantía competente en el primer aeropuerto nacional en que aquélla aterrice, excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares.”.


6)
Sustitúyese el texto del 11º por el siguiente:



“Art. 11. El Tribunal Militar tendrá competencia para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él. Los coautores o partícipes civiles de un delito cometido por un militar tendrán una rebaja obligatoria de pena en un grado, una vez que se haya determinado la pena concreta para cada caso.



La calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de su continuación, pasando el caso al tribunal ordinario que corresponda.”.


7)
Modifícase el artículo 12º en la forma que sigue:



a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 




“Cuando se hubiere cometido por un mismo agente delitos de jurisdicción militar y de jurisdicción  común, el Tribunal Militar será  competente para conocer de los primeros y el tribunal ordinario de los segundos. Si la aplicación de esta norma creare alguna interferencia o dificultad para la práctica de medidas o diligencias que se relacionan con el inculpado, tendrán preferencia las requeridas por el Tribunal Militar cuando se trate de los delitos a los que se refieren los Títulos II, III y IV, el párrafo 1 del Título V, y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y  2°, 350 y 351, del Libro Tercero de este Código.”.



b)
Intercálase la siguiente frase en el inciso segundo entre las expresiones “procesamiento” e “y”: “o de la formalización de la investigación en su caso”.



c)
Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.

Artículo 2°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a los libros III y IV del Código de Justicia Militar:


1)
Modifícase el artículo 216 de la siguiente forma:



a)
Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.



b)
Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.


2)
Modifícase el artículo 222 de la siguiente manera:



a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:




“Las penas de presidio perpetuo calificado y de presidio y reclusión perpetuas llevan consigo la degradación.”.



b)
Derógase el inciso final.


3)
Modifícase el artículo 223 de la siguiente manera:



a)
Sustitúyese el texto del inciso primero por el siguiente:




“Iguales accesorias a las referidas en el artículo anterior, llevarán consigo las penas militares, para lo cual se considerarán las penas militares de presidio militar perpetuo calificado y presidio militar y reclusión militar perpetua, equivalentes a las penas comunes de presidio perpetuo calificado y presidio perpetuo.”.



b)
Sustitúyese el texto del inciso segundo por el siguiente:




“Son penas de crimen: presidio militar perpetuo calificado, presidio militar perpetuo, reclusión militar perpetua, presidio militar mayor y reclusión militar mayor.”.

4)
Sustitúyese en el numeral primero del artículo 235, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


5)
Sustitúyese el texto del artículo 240 por el siguiente:



“La ejecución de la pena de presidio militar perpetuo calificado importa la privación de libertad del condenado de por vida, bajo un régimen especial de cumplimiento que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 32 bis del Código Penal.”.


6)
Derógase el inciso segundo del artículo 241.


7)
Modifícase el artículo 244 en la forma que a continuación se expresa:



a)
Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.



b)
Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


8)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 262, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


9)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 270, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


10)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 272, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


11)
Modifícase el artículo 287 en la forma que a continuación se expresa:



a)
Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.



b)
Derógase el inciso segundo.


12)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 288, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


13)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 303, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


14)
Reemplázase en el numeral primero del artículo 304, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


15)
Sustitúyese en el inciso final del artículo 327, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


16)
Sustitúyese en el numeral primero del artículo 336, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


17)
Sustitúyese en el numeral primero del artículo 337, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


18)
Reemplázase en el numeral primero del artículo 339, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


19)
Reemplázase en el inciso final del artículo 347, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


20)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 379, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


21)
Reemplázase en el numeral primero del artículo 383, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


22)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 384, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


23)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 385, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


24)
Reemplázase el texto del numeral primero del artículo 391 por el siguiente:



“1° Con la pena de presidio militar perpetuo a presidio militar perpetuo calificado si el hecho ha tenido lugar a la vista del enemigo, y con reclusión militar mayor en su grado máximo a presidio militar perpetuo calificado si ha tenido lugar al frente de rebeldes o sediciosos;”.


25)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 392, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


26)
Intercálase los guarismos “416 bis, 416 ter” en el artículo 404, entre los números “416” y “417” y agrégase una coma después de “416”.

Artículo 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N°321, de 1925:


1)
Reemplázase el texto del inciso primero del artículo 3° por el siguiente:



“Artículo 3°.- A los condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Cuando fuere rechazada la solicitud, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última presentación.”.


2)
Reemplázase el texto del inciso segundo del artículo 5° por el siguiente:



“En todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo precedente.”.

Artículo 4°.-
Introdúcese la siguiente modificación al Código Orgánico de Tribunales:


1)
Reemplázase el texto del numeral séptimo del artículo 96 por el siguiente:



“7º Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional, en los casos en que se hubiere impuesto el presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado.



La resolución, en este caso, deberá ser acordada por la mayoría de los miembros en ejercicio.”.

Artículo 5º.-
Introdúcese la siguiente modificación a la ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:


1)
Reemplázase el texto de los incisos segundo y tercero del artículo 14 por el siguiente:“No obstante, si consumieren tales sustancias en las situaciones y lugares mencionados en el artículo 5º, Nº 3º y 4°, del Código de Justicia Militar, la sanción será presidio menor en sus grados medio a máximo.



Los conscriptos que consuman alguna de las sustancias señaladas en los artículos 1º y 5º de esta ley, en los lugares o situaciones indicados en el inciso anterior, serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”.

Artículo 6º.-
La presente ley entrará en vigor 60 días después de su publicación en el Diario Oficial para todas las infracciones cometidas a partir de dicha fecha, y no se alterará la jurisdicción ni la competencia de las causas en curso radicadas en los tribunales militares.”.
Dios guarde a V. E.,
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Ministro de Defensa Nacional 
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Ministro de Justicia

